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Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la 

que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 

Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 

febrero de 2014 

Artículo 3. Ámbito subjetivo. 

1. A los efectos de esta Ley, se considera que forman parte del sector público 

las siguientes entidades: 

c) Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las 

autoridades administrativas independientes. 

Artículo 6. Convenios y encomiendas de gestión. 

1. Quedan excluidos del ámbito de la presente Ley los convenios, cuyo 

contenido no esté comprendido en el de los contratos regulados en esta Ley 

o en normas administrativas especiales celebrados entre sí por la 

Administración General del Estado, las Entidades Gestoras y los Servicios 

Comunes de la Seguridad Social, las Universidades Públicas, las 

Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, las 

Entidades locales, las entidades con personalidad jurídico pública de ellas 

dependientes y las entidades con personalidad jurídico privada, siempre 

que, en este último caso, tengan la condición de poder adjudicador. 

Artículo 122. Pliegos de cláusulas administrativas particulares. 

1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán aprobarse 

previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre 

antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, antes de su 

adjudicación, y solo podrán ser modificados con posterioridad por error 

material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del pliego 

conllevará la retroacción de actuaciones. 

2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán los 

criterios de solvencia y adjudicación del contrato; las consideraciones 

sociales, laborales y ambientales que como criterios de solvencia, de 

adjudicación o como condiciones especiales de ejecución se establezcan; 

los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las 

partes del contrato; la previsión de cesión del contrato salvo en los casos en 

que la misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el segundo 

párrafo del artículo 214.1; la obligación del adjudicatario de cumplir las 
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condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo 

sectorial de aplicación; y las demás menciones requeridas por esta Ley y 

sus normas de desarrollo. En el caso de contratos mixtos, se detallará el 

régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, 

atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas 

en ellos. 

Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la transferencia de 

derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo establecido 

en el artículo 308 respecto de los contratos de servicios. 

Los pliegos deberán mencionar expresamente la obligación del futuro 

contratista de respetar la normativa vigente en materia de protección de 

datos. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 28.2 del Reglamento (UE) 

2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 

relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de datos personales y la libre circulación de estos datos y por el 

que se deroga la Directiva 95/46/CE, en aquellos contratos cuya ejecución 

requiera el tratamiento por el contratista de datos personales por cuenta del 

responsable del tratamiento, adicionalmente en el pliego se hará constar: 

a) La finalidad para la cual se cederán dichos datos. 

b) La obligación del futuro contratista de someterse en todo caso a la 

normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección 

de datos, sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del 

apartado 1 del artículo 202. 

c) La obligación de la empresa adjudicataria de presentar antes de la 

formalización del contrato una declaración en la que ponga de 

manifiesto dónde van a estar ubicados los servidores y desde dónde 

se van a prestar los servicios asociados a los mismos. 

d) La obligación de comunicar cualquier cambio que se produzca, a lo 

largo de la vida del contrato, de la información facilitada en la 

declaración a que se refiere la letra c) anterior. 

e) La obligación de los licitadores de indicar en su oferta, si tienen 

previsto subcontratar los servidores o los servicios asociados a los 

mismos, el nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a 
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las condiciones de solvencia profesional o técnica, de los 

subcontratistas a los que se vaya a encomendar su realización. 

En los pliegos correspondientes a los contratos a que se refiere el párrafo 

anterior las obligaciones recogidas en las letras a) a e) anteriores en todo 

caso deberán ser calificadas como esenciales a los efectos de lo previsto en 

la letra f) del apartado 1 del artículo 211. 

3. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán establecer 

penalidades, conforme a lo prevenido en el apartado 1 del artículo 192, para 

los casos de incumplimiento o de cumplimiento defectuoso de la prestación 

que afecten a características de la misma, en especial cuando se hayan 

tenido en cuenta para definir los criterios de adjudicación, o atribuir a la 

puntual observancia de estas características el carácter de obligación 

contractual esencial a los efectos señalados en la letra f) del apartado 1 del 

artículo 211. Asimismo, para los casos de incumplimiento de lo prevenido 

en los artículos 130 y 201. 

3. bis. Las Administraciones públicas incorporarán en los pliegos de cláusulas 

administrativas particulares condiciones especiales de ejecución o criterios 

de adjudicación dirigidos a la promoción de la igualdad de trato y no 

discriminación por razón de orientación sexual, identidad sexual, expresión 

de género y características sexuales, siempre que exista vinculación con el 

objeto del contrato. 

4. Los contratos se ajustarán al contenido de los pliegos de cláusulas 

administrativas particulares, cuyas cláusulas se consideran parte integrante 

de los mismos. 

5. La aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas particulares 

corresponderá al órgano de contratación, que podrá, asimismo, aprobar 

modelos de pliegos particulares para determinadas categorías de contratos 

de naturaleza análoga. 

6. La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado deberá informar con 

carácter previo todos los pliegos de cláusulas administrativas particulares 

en que se proponga la inclusión de estipulaciones contrarias a los 

correspondientes pliegos generales. 

7. En la Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, 

Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y demás 

Administraciones Públicas integrantes del sector público estatal, la 

aprobación de los pliegos y de los modelos requerirá el informe previo del 



 
 

4 
 

Servicio Jurídico respectivo. Este informe no será necesario cuando el 

pliego de cláusulas administrativas particulares se ajuste a un modelo de 

pliego que haya sido previamente objeto de este informe. 

• Se añade el apartado 3 bis por la disposición final 17.2 de la Ley 4/2023, de 28 de 

febrero. Ref. BOE-A-2023-5366  

• Se declara que el párrafo primero del apartado 2 no es conforme con el orden 

constitucional de competencias, salvo los incisos relativos a la necesidad de incluir 

«los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del 

contrato» y «En el caso de contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable 

a sus efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las 

diferentes prestaciones fusionadas en ellos», en los términos del fundamento jurídico 

7 A) d), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. Ref. BOE-A-2021-

6614 

• Se modifica el apartado 2 por el art. 5.5 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de 

octubre. Ref. Ref. BOE-A-2019-15790 

Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria tercera del citado 

Real Decreto-ley. 

Artículo 133. Confidencialidad. 

El deber de confidencialidad tampoco podrá impedir la divulgación pública de 

partes no confidenciales de los contratos celebrados, tales como, en su caso, la 

liquidación, los plazos finales de ejecución de la obra, las empresas con las que 

se ha contratado y subcontratado, y, en todo caso, las partes esenciales de la 

oferta y las modificaciones posteriores del contrato, respetando en todo caso lo 

dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 

Datos de Carácter Personal. 

Artículo 346. Registro de Contratos del Sector Público. 

5. El Registro de Contratos del Sector Público facilitará de modo telemático el 

acceso a sus datos a los órganos de las Administraciones Públicas que los 

precisen para el ejercicio de sus competencias legalmente atribuidas. 

Asimismo, de conformidad con lo establecido en la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 

gobierno, y con las limitaciones que imponen las normas sobre protección 

de datos de carácter personal, facilitará el acceso público a los datos que no 

tengan el carácter de confidenciales y que no hayan sido previamente 

publicados de modo telemático y a través de Internet. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2023-5366#df-17
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2021-6614
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2021-6614
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2019-15790#a5
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Disposición adicional decimoquinta. Normas relativas a los 

medios de comunicación utilizables en los procedimientos 

regulados en esta Ley. 

4. Los órganos de contratación tampoco estarán obligados a exigir medios 

electrónicos en el proceso de presentación de ofertas cuando el uso de 

medios no electrónicos sea necesario bien por una violación de la seguridad 

de los antedichos medios electrónicos o para proteger información 

especialmente delicada que requiera un nivel tan alto de protección que no 

se pueda garantizar adecuadamente utilizando dispositivos y herramientas 

electrónicos de los que disponen en general los operadores económicos o 

de los que se pueda disponer a través de otros medios de acceso 

alternativos en el sentido expresado en el apartado 7 de la presente 

disposición adicional. En este caso, los órganos de contratación indicarán 

en un informe específico las razones por las que se haya considerado 

necesario utilizar medios distintos de los electrónicos. 

Disposición adicional decimosexta. Uso de medios 

electrónicos, informáticos y telemáticos en los procedimientos 

regulados en la Ley. 

1. El empleo de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en los 

procedimientos contemplados en esta Ley se ajustará a las normas 

siguientes: 

d) Los sistemas de comunicaciones y para el intercambio y 

almacenamiento de información deberán poder garantizar de forma 

razonable, según el estado de la técnica, la integridad de los datos 

transmitidos y que solo los órganos competentes, en la fecha 

señalada para ello, puedan tener acceso a los mismos, o que en 

caso de quebrantamiento de esta prohibición de acceso, la violación 

pueda detectarse con claridad. Estos sistemas deberán asimismo 

ofrecer suficiente seguridad, de acuerdo con el estado de la técnica, 

frente a los virus informáticos y otro tipo de programas o códigos 

nocivos, pudiendo establecerse reglamentariamente otras medidas 

que, respetando los principios de confidencialidad e integridad de las 

ofertas e igualdad entre los licitadores, se dirijan a minimizar su 

incidencia en los procedimientos. 

f) Los órganos de contratación deberán especificar el nivel de 

seguridad exigido para los medios de comunicación electrónicos 
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utilizados en las diferentes fases de cada procedimiento de 

contratación que deberá ser proporcional a los riesgos asociados a 

los intercambios de información a realizar. 

i) Los licitadores o candidatos que presenten sus documentos de forma 

electrónica podrán presentar al órgano de contratación, en soporte 

físico electrónico, una copia de seguridad de dichos documentos de 

acuerdo con los términos fijados mediante Orden del Ministro de 

Hacienda y Función Pública, y siempre de acuerdo con lo establecido 

a tal efecto por el órgano de contratación. 

Disposición adicional vigésima quinta. Protección de datos de 

carácter personal. 

1. Los contratos regulados en la presente Ley que impliquen el tratamiento de 

datos de carácter personal deberán respetar en su integridad la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 

Personal, y su normativa de desarrollo. 

2. Para el caso de que la contratación implique el acceso del contratista a 

datos de carácter personal de cuyo tratamiento sea responsable la entidad 

contratante, aquel tendrá la consideración de encargado del tratamiento. 

En este supuesto, el acceso a esos datos no se considerará comunicación 

de datos, cuando se cumpla lo previsto en el artículo 12.2 y 3 de la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. En todo caso, las previsiones del 

artículo 12.2 de dicha Ley deberán de constar por escrito. 

Cuando finalice la prestación contractual los datos de carácter personal 

deberán ser destruidos o devueltos a la entidad contratante responsable, o 

al encargado de tratamiento que esta hubiese designado. 

El tercero encargado del tratamiento conservará debidamente bloqueados 

los datos en tanto pudieran derivarse responsabilidades de su relación con 

la entidad responsable del tratamiento. 

3. En el caso de que un tercero trate datos personales por cuenta del 

contratista, encargado del tratamiento, deberán de cumplirse los siguientes 

requisitos: 

a) Que dicho tratamiento se haya especificado en el contrato firmado 

por la entidad contratante y el contratista. 
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b) Que el tratamiento de datos de carácter personal se ajuste a las 

instrucciones del responsable del tratamiento. 

c) Que el contratista encargado del tratamiento y el tercero formalicen el 

contrato en los términos previstos en el artículo 12.2 de la Ley 

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre. 

En estos casos, el tercero tendrá también la consideración de encargado del 

tratamiento. 

 


